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				PRÓLOGO

				ELECCIÓN DEL TEMA

				El deseo de ofrecer nuestro aporte a la investigación historiográfica mexicana nos llevó a pensar en hacer un estudio sobre el papel del clero en la Independencia de México. Luego nos dimos cuenta de que un estudio de esa naturaleza sería muy amplio y nos llevaría mucho tiempo para realizarlo. En consecuencia decidimos no estudiar al clero en general sino al alto, es decir los obispos, cabildos en sedes vacantes, gobernadores de mitras y vicarios generales en funciones episcopales. 

				Se han hecho trabajos sobre el bajo clero en esa circunstancia, entre otros El clero y la Independencia, de José Bravo Ugarte; Los franciscanos y la Independencia de México, de Elías Martínez; y The clergy and Independence of New Spain, de K. M. Schmitt.

				En comparación con el bajo clero, el alto se ha estudiado poco. Las pocas obras que hasta ahora han salido a la luz pública, con excepción de la de Lillian E. Fischer, Champion of reform: Manuel Abad y Queipo, son de carácter biográfico y propenden a enaltecer las virtudes cristianas y cívicas de los prelados. Sólo superficialmente hablan de la participación política de los obispos en la guerra de Independencia y justifican la actitud negativa de éstos frente a la insurgencia. A este respecto la Biografía de un gran prelado, de José Ignacio Dávila Garibi; El episcopado mexicano, de Francisco Sosa; Recuerdo histórico del episcopado oaxaqueño, de Eutimio Pérez; Noticias biográficas sobre los ilustrísimos prelados de Sonora, Sinaloa y Durango, de Vicente de P. Andrade; y El obispado de Yucatán, de Crescencio Carrillo y Ancona.

				Por otra parte, se han publicado varios estudios sobre el clero en general que se rozan con nuestro tema. Entre otros, la Historia de la Iglesia en México, de Mariano Cuevas; Apuntes para la historia del Regio patronato indiano, de Jesús García Gutiérrez; La Iglesia y el Estado de México, de Alfonso Toro; Las relaciones entre México y el Vaticano, de Joaquín Ramírez Cabañas; La Santa Sede y la emancipación mexicana, de Luis Medina Ascencio; y Crown and clergy in colonial Mexico, de N. M. Farris, etcétera.

				Este último y nuestro estudio tienen, en cierto modo, una relación de continuidad. El libro de Farris ofrece valiosos aportes acerca de los conflictos entre la Iglesia y el Estado en la época colonial debido a la aplicación de los métodos de control de la Corona para desaforar al clero y reducirlo a ser un mero instrumento estatal. De suerte que nues-tro trabajo es, en cierta manera, continuación del de Farris, porque, además de tomar como punto de partida las reformas eclesiásticas de Carlos III, la reacción de los obispos y el bajo clero frente al regalismo borbónico entroncado con el liberalismo francés en las Cortes, es una de las principales causas del logro de la Independencia nacional.

				Nuestro estudio, si bien se relaciona con las obras señaladas, ofrece alguna novedad. Hasta el momento, a los obispos sólo se les ha estudiado individualmente, y casi alejados de las circunstancias políticas en las cuales estaban inmersos. En nuestro trabajo pretendemos estudiar el cuerpo jerárquico de la Iglesia ante la insurgencia, y sus conflictos con un Estado secular que nace a principios del siglo XIX como fruto de la revolución liberal, y también se estudian los intentos de los hombres que dirigían el poder político para aplicar el modelo borbónico y revolucionario francés, con el fin de mantener atada la Iglesia a la potestad civil.

				PLANTEAMIENTO Y OBJETIVOS

				El regio patronato indiano, ejercido por los Reyes Católicos por gracias pontificias (bulas de Alejandro VI Inter Caetera, 4 de mayo de 1493, y Eximie Devotionis, 16 de noviembre de 1501; y Universalis Ecclesiae, de Julio II, 28 de julio de 1508), se amplía con los Borbones, y con el liberalismo adquiere un nuevo significado. En el régimen borbónico hay la propensión a controlar la Iglesia, y en el liberalismo el interés de reformarla acomodándola a las nuevas instituciones, con base en la tesis de que el patronato reside en el pueblo, el cual lo ejerce a través de sus representantes. Pero, entiéndase bien, esta reforma no se refiere al dogma.

				El patronato tuvo tres aspectos principales: presentación de los beneficios, el derecho de decisión en las controversias entre los eclesiásticos y la privación de las dignidades eclesiásticas. Por esa prerrogativa los obispos, canónigos y curas eran, en cierta manera, funcionarios estatales, y a través de ellos la corona mantuvo el altar sujeto al trono. Bajo el régimen borbónico, como también en el liberal, el patronato logró ampliarse enormemente, de tal suerte que la potestad secular intervenía en casi todos los asuntos que no eran de carácter dogmático.

				Con la insurrección, las autoridades eclesiásticas formadas en el regalismo defendieron los intereses reales y condenaron toda intervención de los insurgentes en los asuntos de la Iglesia propios del patronato, por considerar que ésta era una regalía que sólo pertenecía al rey.

				Al nacer México a la vida independiente comenzó a plantearse el problema de si el patronato era un derecho inherente a la nación, o si era un privilegio que sólo pertenecía al rey, el cual cesó al obtener México su Independencia. Los obispos y los cabildos en sedes vacantes adoptaron esta última posición, abandonaron el regalismo bajo el cual combatie-ron a los insurgentes, y pasaron a ser ultramontanos. Defendieron los intereses del Papa y de la Iglesia y lucharon tesoneramente por emancipar del Estado a la Iglesia.

				La lucha adquirió una dimensión más amplia en la administración de los años 1833-1834. Las reformas liberales partieron de aquella primera tesis, arriba señalada, para quitar a la Iglesia los elementos que juzgaron incompatibles con el nuevo orden de cosas y seguir la tradición borbónica de abatir al clero y dominar la Iglesia. Esto trajo como consecuencia una reacción violenta de parte del episcopado y el bajo clero, los que vieron en peligro los intereses eclesiásticos si aquélla era dominada o sometida por un gobierno liberal por medio del patronato, pues podría traer la ruptura con Roma y, por consiguiente, caer México en un cisma, como ocurrió en Inglaterra bajo el dominio de Enrique VIII, o Francia en el periodo revolucionario.

				Así planteado el asunto, nuestra investigación pretende estudiar las reacciones y actitudes del episcopado ante la emancipación y consolidación de la Independencia. Cómo interpreta la revolución de Independencia; qué móviles le llevan a oponerse a ella; cómo juzga la relación Iglesia-Estado al hacerse México independiente, y por último, a qué se deben los conflictos con el poder secular y qué fines persiguen los obispos.

				EL MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN

				Nuestro estudio tiene como escenario todas las sedes episcopales que existían al término del periodo colonial y en los primeros años del México independiente: arzobispado de México y obispados de Puebla, Guadalajara, Valladolid, Oaxaca, Monterrey, Durango, Sonora, Chiapas (esta diócesis a pesar de ser sufragánea de Guatemala juega un papel importante en los primeros años del México independiente. En 1838 logra la segregación de Guatemala y pasa a ser sufragánea de México).

				Por lo que respecta al periodo se abre un paréntesis de tiempo de 1759 a 1789 para estudiar las reformas eclesiásticas de Carlos III y la Revolución Francesa. Interesaba tener en cuenta ambos contextos. Son los antecedentes de los conflictos entre la Iglesia y el Estado en México. Las reformas borbónicas, como el liberalismo francés –introducidos, entre otros canales, por las Cortes en la Nueva España–, son las fuentes de las cuales se nutren los liberales mexicanos para llevar a cabo sus reformas de carácter eclesiástico. En rigor, nuestro estudio abarca desde 1780 hasta 1836, o sea desde fines de la era colonial hasta el reconocimiento de la Independencia por el Vaticano.

				Con objeto de enmarcar el fenómeno de nuestro estudio creímos necesario estudiar también el papel de la Iglesia en la vida social, económica y política en las postrimerías del periodo colonial en la Nueva España. De ahí que presentemos los elementos generales reveladores de los síntomas de la crisis que afectó a la Iglesia y el Estado al término del virreinato y los primeros esfuerzos de la jerarquía eclesiástica para enfrentarla y disiparla.

				Los obispos no se estudian por individuos sino por generaciones; la primera es la española o colonial, la cual se forma en el regalismo y es contemporánea de la invasión napoleónica a la Península, de la insurgencia y de la consumación de la Independencia. La segunda es la independiente o mexicana; así la llamamos porque todos los obispos son mexicanos. Dicha generación, a pesar de formarse en el regalismo borbónico, lo abandona y se adhiere a la Independencia del país, pero lucha por la de la Iglesia y se vuelve ultramontana.

				Al faltar el obispo en la diócesis se estudian los cabildos en sedes vacantes (los cuales como cuerpos jurídicos tenían sus atribuciones y una de éstas era la de gobernar la mitra por ausencia del obispo), gobernadores de obispados, provisores y vicarios generales en funciones episcopales.

				El estudio está hecho –excepto los capítulos I y II, que por su naturaleza tuvieron que construirse con fuentes secundarias– con fuentes primarias. Éstas son diversas y abundantes. Se analizaron cartas pastorales, correspondencias de obispos, sermones, actas de cabildos eclesiásticos, etc., que obtuvimos en la Colección Lafragua de la Biblioteca Nacional de México, y en los ramos de Operaciones de Guerra, Clero secular y regular, arzobispos y obispos, Inquisición, Historia, Correspondencia de Virreyes e Impresos Oficiales, del Archivo General de la Nación. Se examinaron también la Colección de Correspondencia de Venegas-Campillo y los Manuscritos e Impresos de la Independencia, del Centro de Estudios de Historia de México (Condumex).

				Para examinar las diversas tendencias ideológicas y el movimiento de la opinión pública en relación con los conflictos entre la potestad eclesiástica y la civil, utilizamos la prensa periódica. Así vimos periódicos de carácter clerical, por ejemplo, El Defensor de la Religión, de Guadalajara, y La Antorcha y La Lima de Vulcano, de la ciudad de México. Otros, conservadores: La Gaceta de México, La Gaceta Imperial, El Registro Oficial, de la Ciudad de México; y algunos liberales: El Fénix de la Libertad, El Observador de la Federación Mexicana, también de la Ciudad de México; El Reformador, del Estado de México, etcétera.

				A fin de estudiar el origen e importancia de las leyes que afectaron a la Iglesia decidimos estudiar las actas de las sesiones de los congresos. Examinamos las actas públicas en la Historia parlamentaria, de Juan A. Mateos, y las secretas en los archivos de la Cámara de Diputados y en la de Senadores.

				Interesados en estudiar los problemas de la Iglesia con el gobierno, en algunos de los estados al parecer más regalistas (Jalisco, Zacatecas, México y Michoacán), decidimos estudiar las actas de las sesiones públicas y secretas de sus congresos, constituciones, leyes y disposiciones, así como también sus periódicos. Aquellas fuentes no habían sido estudiadas, por los historiadores, como tampoco la arrogación del patronato por parte de esos estados, y en este aspecto el estudio presenta cierta novedad.

				Utilizamos también algunas colecciones documentales, impresas; entre otras las más importantes son: Colección de documentos para la guerra de Independencia, de Hernández y Dávalos; la Colección de documentos inéditos o muy raros referentes al arzobispado de Guadalajara, de Francisco Orzoco y Jiménez, y la Colección Eclesiástica Mejicana. Esta última nos ofreció un material riquísimo –poco usado hasta ahora– sobre todo para los capítulos V y VI.

				Otras de las fuentes utilizadas fueron las Memorias de las secretarías de Justicia y Negocios Eclesiásticos, y Relaciones Interiores y Exteriores. Son de mucho interés, pues nos revelan el punto de vista oficial, y los programas a seguir en relación con los problemas de la pugna entre la autoridad eclesiástica y la temporal.

				Para organizar el material decidimos seguir un criterio temático y crono-espacial. La composición sigue una secuencia cronológica a través de la cual se reconstruyen los hechos que vivió el episcopado contemporáneo de la insurgencia, la Independencia y la expedición de las leyes liberales por Valentín Gómez Farías.

				Se incluye un apéndice documental, cuyos documentos podrían ser útiles a quienes se interesen por el tema. 

				AUTOCRÍTICA

				Originalmente planeamos estudiar la relación de los obispos con sus diócesis. Con esto pretendíamos examinar y analizar la autoridad de los obispos en las sedes episcopales. Este proyecto no lo realizamos por no obtener las fuentes necesarias para ello. Además, pretendíamos hacer la biografía de cada uno de los obispos, pero en el proceso de la investigación desechamos ese objetivo. Pensamos que nada aportaríamos, pues otros autores la han hecho ya, por ejemplo Emeterio Valverde Téllez (Bibliografía eclesiástica mexicana); Francisco Sosa (El episcopado mexicano); José I. Dávila Garibi (Bibliografía de un gran prelado); José Bravo Ugarte (Diócesis y obispos de la Iglesia mexicana), etc. De cualquier modo, estudiamos la vida de los prelados, lo que nos ayudó a comprender, en cierta manera, sus actitudes frente a los cambios políticos que se produjeron en la Península y en el país.

				Otro de los objetivos del plan original de la investigación era estudiar comparativamente las ideas de los insurgentes y las del episcopado. Pero presentar un catálogo, o un ideario del pensamiento político, económico, religioso, etc., de los insurgentes, y confrontado con el de los obispos, era de por sí un tema de tesis, y por su propia naturaleza este asunto podría desviarse del fin del trabajo, que era estudiar las reacciones y actitudes de los prelados frente a un Estado secular que quería arrogarse el patronato y despojarlos de sus fueros e inmunidades. De suerte que si estudiamos ciertas ideas de los insurgentes y las confrontamos con las de los obispos fue para explicar el porqué de la actitud negativa de éstos ante la insurgencia.

				Además, pretendíamos estudiar el problema del patronato en los estados. Pero este propósito tropezó con el escollo del tiempo. Por compromisos con la Universidad Católica Madre y Maestra, de la República Dominicana, sólo contábamos con dos y medio años para hacer nuestros estudios en El Colegio de México. Por esta circunstancia nos vimos forzados a iniciar nuestra investigación casi simultáneamente con los cursos del año propedéutico, la que realizamos, trabajando sin descanso, en dos años y tres meses. No obstante, para señalar que en los estados hubo el interés de ejercer el patronato, presentamos como una muestra el ejercicio, ya sea directa, ya sea indirectamente, de esa prerrogativa en algunos estados.

				Por su delicada naturaleza el tema plantea el peligro de herir susceptibilidades. Pero esa no es nuestra intención. Sólo nos ha movido el deseo de explicar los hechos que presentamos; por tanto, hemos evitado al máximo enaltecer o atacar a los protagonistas de aquéllos. Con base en esto intentamos comprenderlos no desvinculándolos de sus circunstancias (valores, pasiones, intereses, etc.). Si logramos nuestra pretensión nos sentiremos satisfechos de nuestra labor.

				Estamos conscientes de que la obra pudo haberse hecho mejor. Diversas circunstancias impusieron valladares y limitaciones a nuestra investigación. Entre otros, lo temporal, de lo cual antes hicimos alusión, y quizá por ello no consultamos, aunque involuntariamente, alguna obra de utilidad para nuestro trabajo. Desde luego, nuestras limitaciones intelectuales; y, por último, la imperfección consustancial a toda tarea humana.

				Ante estas circunstancias se comprende que no aspiremos a agotar la materia, sino sólo a mostrar el camino.
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				I. LA CRISIS DEL ANTIGUO RÉGIMEN (1759-1789)

				1. LAS REFORMAS ECLESIÁSTICAS DE CARLOS III

				Las luces del siglo XVIII penetraban en España y llegaban al seno del gobierno, cuyo jefe y sus ministros se dieron cuenta de la necesidad de dar una nueva orientación al Estado y realizar las transformaciones sociales, económicas y políticas para despertar de su letargo a la nación y asentarla en los tiempos modernos. 

				En el siglo XVIII sólo había en España una institución poderosa que constituía una seria amenaza al absolutismo real: la Iglesia Católica. En el siglo anterior mantuvo su poder –y aun lo acrecentó–, sus propiedades rurales aumentaron y sus derechos de manos muertas impedían que los bienes raíces que obtenían y aun los que obtuviese en lo sucesivo fuesen enajenados. El Santo Oficio, creado en 1478, mantenía la pureza de la fe en los dominios de los reyes españoles.

				Por otro lado, Roma había acrecentado su influencia en la iglesia española durante el reinado de Carlos II, en vísperas de la dinastía borbónica. Después de un periodo conflictivo entre la corte romana y la española, se llegó a una arreglo por el Concordato de 1753. El absolutismo real lograba con el Concordato casi la mayoría de sus objetivos en sus relaciones con la Silla Apostólica.[1]

				Pero no era la Santa Sede la única que se oponía a que el rey controlase a la Iglesia; la oposición más radical la sostenía un grupo dentro del  clero español. Dos organismos luchaban por contener la extensión  del poder real: la Compañía de Jesús y la Inquisición, que en los primeros dos tercios del siglo XVIII representaban una sola fuerza, debido al dominio que sobre ella ejercía la orden de San Ignacio.[2]

				El gobierno, por su parte, contaba con una fuerte corriente regalista dentro del mismo clero, al cual los jesuitas le dieron el nombre de “jansenistas”.[3] De suerte que el baluarte del ultramontanismo fueron los hijos de San Ignacio, quienes desde el siglo XVII luchaban contra la tendencia –introducida ya en la Iglesia–, de limitar la autoridad papal. 

				Rafael Altamira considera regalista al clero español de ese tiempo, y atribuye su regalismo a la “estrecha” intervención del gobierno en la jurisdicción eclesiástica. Los eclesiásticos españoles llevaron su regalismo al extremo de considerarse más ligados al rey que al Papa, y más celosos “que de los derechos de la Iglesia de los privilegios de la Corona”. De ahí que se dijera que los obispos estaban más obligados a obedecer al monarca que a los arzobispos.[4]

				De manera que la Iglesia no era invulnerable, tenía una brecha por donde podían penetrar las pretensiones regalistas de la Corona; en su seno había fuerzas poderosas que favorecían la subordinación del altar al trono. Este fenómeno es de mucha importancia, porque nos ayudará a explicar la débil oposición tanto del alto como del bajo clero, ante ciertas reformas que afectaron a la Iglesia.

				Las razones del programa de reformas de Carlos III son múltiples. Entre las fundamentales se encuentra el deseo de España de recobrar su antigua posición de dominio, o lograr un puesto de importancia entre las naciones europeas, lo cual fue un tema común y corriente en la literatura española desde principios del siglo XVIII. Este deseo aumentó con la derrota humillante sufrida a manos de los ingleses en la Guerra de los Siete Años; esta derrota, aunque desastrosa para el orgullo nacional, dio una buena lección: España no resurgiría como una gran potencia internacional mientras careciera de una poderosa fuerza interna.[5]

				Las causas de la decadencia de España fueron numerosas y la mayor, a juicio de los ministros de Carlos III, fue la inmensa riqueza que disfrutaba la Iglesia, la que había ido acumulando bajo el amparo del trono a través de los siglos. Altamira y J. Vicens Vives calcularon el total de las rentas del clero en 1 101 753 430 reales.[6]

				Jovellanos, el Conde de Campomanes y otros consejeros del rey objetaron no sólo la inmensa riqueza que la Iglesia poseía sino también el uso que hacía de ella. Por su derecho de manos muertas mantenía incultas tierras que podían ser mejoradas en manos de propietarios particulares. Además, disentían del modo de hacer la caridad, a la cual destinaba gran parte de sus rentas, porque fomentaba la pobreza.

				El absoluto control del poder por la Corona es otra de las razones fundamentales del programa de reformas de Carlos III. Altamira advierte en las relaciones entre la Iglesia y el Estado en el siglo XVIII, hasta en los mínimos detalles, la preocupación por afirmar la supremacía civil y de inutilizar un poder que se consideraba peligroso en el orden político.[7]

				Los ministros de Carlos III vieron como una amenaza a sus pretensiones absolutistas el gran poder e influencia del clero sobre el pueblo. Creyeron que se debía disminuir su número y debilitar su influencia. En 1788 España tenía unos 2 000 conventos y monasterios para hombres y más de 1 000 para mujeres, y unos 60 000 frailes y 33 000 monjas. Había, además, miles de personas del clero secular y varios millares de otros sacerdotes que ocupaban dignidades eclesiásticas; en total casi  200 000 eclesiásticos para un país de 10 000 000 de habitantes (20 eclesiásticos por mil habitantes).[8] A pesar de haber disminuido en España el número de eclesiásticos en el siglo XVIII, no había otro país de Europa, excepto Portugal, donde el clero constituyera un sector tan nutrido de la población.

				Además, influía poderosamente en la educación, de ahí que la Corona pensara controlarla para que sirviera a los intereses del Estado. Pero la educación fue sólo uno de los aspectos de la vida nacional dominado por el clero; Carlos III pensó que debía tenerlos todos bajo su control.[9]

				Otras de las fuentes de poder del clero fueron las cofradías, asociaciones de laicos sujetas a la autoridad diocesana. Los ministros ilustrados del rey argumentaban que el clero podía fácilmente organizar las cofradías en centros de oposición a la política real, y que por sus cuantiosas riquezas en capitales prestados a comerciantes y labradores, proporcionaban a la Iglesia otros medios para dominar a la sociedad española.

				Pero la principal fuente de poder de los eclesiásticos se encontraba en su amplia jurisdicción. Ésta era inaceptable para la Corona, que aspiraba a tener el control absoluto. Los Habsburgos habían brindado su apoyo y protección al clero, pero Carlos III vio en éste un poderoso enemigo que limitaba sus pretensiones absolutistas. En consecuencia, había que limitar esa amplia jurisdicción y reducir la inmunidad personal eclesiástica. Los ministros de Carlos III aducían que el clero, al considerarse libre de las obligaciones propias de un vasallo, minaba las prerrogativas reales con “falsas doctrinas” acerca de la supremacía de la autoridad eclesiástica sobre la real, estimulaba la crítica al gobierno y la política real, utilizando su influencia sobre las masas populares.

				Entre las causas que llevaron al recelo de los regalistas se cuentan la gran intervención del Vaticano en los asuntos de la iglesia española, y  la amplia jurisdicción del Tribunal de la Nunciatura (formado por sacerdotes extranjeros), y la del Tribunal de Cruzada, y además la vieja querella de la publicación de bulas, breves y rescriptos sin permiso del rey. 

				En realidad, la defensa de las regalías de la Corona no nace con Carlos III y sus ministros, aunque sí hay que destacar que con ellos el regalismo llega a adquirir un mayor significado, y que al trazar  los límites precisos entre la potestad civil y la eclesiástica están conscientes de que su actuación no se ha salido del marco de las atribuciones del Estado. Todos son católicos, y sus ataques –como apunta Jean Sarrailh– van dirigidos contra “la Iglesia de los hombres”, no contra su divino fundador.[10]

				El regalismo es un fenómeno típico del siglo XVIII, aunque no es exclusivo de esta época. Su más lejano precedente histórico se encuentra en la Pragmática Sanción de Bourges, de 1438; de allí arrancan los esfuerzos regalistas de la Corona francesa. Por lo que toca a España, Carlos I decretó la formación de una cámara para ocuparse de los asuntos eclesiásticos. Felipe II elevó esa cámara a Consejo Supremo; el 16 de enero de 1588 lo separó del de Castilla y le concedió atribuciones concretas, de tal manera que allí se planteaban y discutían los asuntos referentes al patronato regio. En tiempos de Felipe IV se limitó la exención de alcabalas de que disfrutaban los eclesiásticos y los comendadores militares “mandando  que las pagasen en todo lo que no fuese de su particular labranza y crianza, debidamente justificada”. Y por auto de 27 de enero de 1598 se declaró lo siguiente: “deben ser considerados los eclesiásticos y comunidades, para reales contribuciones, como vasallos legos en todo lo que sea trato, negociación o granjería”.[11]

				En cuanto a la amortización de los bienes eclesiásticos, los reyes del siglo XVI mantuvieron las peticiones tradicionales, de que se prohibiese a la Iglesia la adquisición de bienes raíces y la venta de los que procedían de donaciones. No obstante, nada acordaron, unas veces alegando que no era oportuno y conveniente hacer novedades en esta materia; otras, remitiendo el asunto a consulta del Consejo y súplica del Papa, porque pensaban que sin autorización de éste no debían poner mano en los bienes eclesiásticos.[12] Los teólogos y canonistas de los siglos XVI y XVII pensaban que los reyes necesitaban autorización del Papa para la venta de los bienes eclesiásticos, y algunos hasta llegaron a negar el derecho del  rey a disponer del patrimonio de la Iglesia. Sin embargo, los reyes solicitaron a los papas esta regalía y obtuvieron de ellos algunas autorizaciones, tales como vender algunos lugares, rentas y vasallos eclesiásticos, concedida a Carlos I por Clemente VII, para ayudar a la guerra contra los turcos; la confirmación de la bula de Cruzada, por la que creó Carlos I, en 1534, con autorización de Paulo III, una comisaría permanente que comprendía el cobro de los diezmos, beneficios, vacantes, maestrazgos y otros derechos; la participación de los diezmos de Aragón y la venta de los bienes de maestrazgo, la venta de los obispados y otros subsidios. Los expolios o rentas de las sedes vacantes, “cuya percepción había pasado a fines del siglo XV, de los cabildos a los nuncios y colectores apostólicos (cosa confirmada por bula de 1599), acabaron por entrar en el tesoro real, a título de regalía”.[13]

				En relación con la doctrina del Exequatur o Pase Regio, sus orígenes se encuentran ya a principios de la edad moderna. Martín V de Aragón ordena que en su ausencia no se introdujeran en el reino bulas, breves ni rescriptos sin la previa autorización de la reina gobernadora. Juan II de Portugal dispuso también que fueran antes revisadas por la cancillería real. Fernando el Católico estableció el Pase Regio en Nápoles. Estas y otras medidas menores forman los precedentes históricos del regalismo de Carlos III. Y su base científica se encuentra en el libro Defensor Pacis, de Marcilio de Padua, y se concreta en la obra Statu Ecclesiae,  de Febronio.

				Las reformas del clero, dictadas por Carlos III, tuvieron como objeto sujetarlo a la Corona. Así mandó que los sacerdotes sin ocupación en la corte volvieran a sus iglesias y domicilios (1759). Ordenó a los obispos que vigilaran a los eclesiásticos para que no hablaran mal de las personas reales (1759). Limitó la autoridad de los jueces diocesanos, mandando que sin la ayuda de los jueces reales no detuvieran a los laicos ni secuestraran sus bienes (1760). Reforzó la aplicación de los recursos de fuerza favoreciendo a la parte civil en los casos conflictivos (1764-1778). Reglamentó los seminarios en los antiguos colegios de jesuitas (1768). Limitó el derecho de asilo en las iglesias y la inmunidad personal, en los casos de  motines o rebeliones (1774). Mandó aplicar los frutos de las vacantes  de beneficios rurales a la reparación de los templos respectivos y repoblación de despoblados (1780). Prohibió a los prelados que nombraran vicarios sin su consentimiento (1781). Dispuso que se observara rigurosamente la regla del Concilio de Trento que establecía el concurso para la obtención de beneficios, y que todos los años comunicasen los obispos a la Cámara de Castilla la lista de los beneficios vacantes de sus diócesis (1784). Limitó la competencia de los jueces eclesiásticos en causas matrimoniales a la materia canónica sin intervenir en las temporales (1786), y en causa de contrabando le quitó toda jurisdicción, aunque el procesado fuera persona eclesiástica (1787). Sujetó a los notarios eclesiásticos a la misma reglamentación que los civiles (1790).

				Pero el regalismo de la Corona no podía considerarse victorioso mientras permaneciera el baluarte del ultramontanismo: la Compañía de Jesús. Carlos III y sus ministros estaban conscientes de esa situación, de ahí que lanzaron sus ataques contra los jesuitas, que ya habían sido expulsados de Portugal (1759) y de Francia (1764). Se le acusó de dividir la iglesia española, de falta de lealtad y sumisión en las colonias americanas, y de mantener una sólida alianza con la aristocracia protegiendo a los estudiantes de origen noble en las escuelas superiores. Sin embargo, las causas principales que determinaron la expulsión de los jesuitas se encuentran en los obstáculos que opusieron a la beatificación de Juan de Palafox, obispo de Puebla de los Ángeles, y virrey y visitador de la Nueva España durante el siglo anterior, y a la condenación, por medio de la Compañía de Jesús, de la Doctrina Cristiana o Instrucción sobre las principales verdades de la religión, escrita por el teólogo francés Menseguy, doctor de la Sorbona.

				Además se había creado un ambiente antijesuítico, debido a la enemistad con otras órdenes, ya por las persecuciones que sufrieron de parte de los jesuitas, como también por motivos teológicos (empeño de que prevaleciese la doctrina Molinista sobre San Agustín, y otras cuestiones relativas a la gracia), y por empeño de supremacía y mando.[14]  Todas estas cosas prendieron en el ánimo del rey, quien estableció  una junta para que estudiara y examinara los cargos contra los jesuitas;  esta junta, compuesta por cinco prelados, entre ellos el arzobispo de Manila y el de Ávila, consultó su dictamen con el consejo extraordinario. Carlos III decretó, el 27 de febrero de 1767, el “extrañamiento” de los sacerdotes, y los coadjutores o legos profesas y novicios que prefirieron seguirlos a quedarse en su patria, y la ocupación de sus temporalidades.[15]

				Siete obispos emitieron un dictamen sobre la medida. Fueron los obispos de Valencia, Barcelona, Salamanca, Ávila, Tucumán y los de Tarragona y Albarracín, quienes se manifestaron conformes con ella.

				La expulsión de la Compañía provocó en algunos conventos cierta conmoción, de tal manera que se negaron a “inventar” milagros anunciadores del pronto regreso de la Orden y de la caída de la dinastía. Para ponerle coto a esto el rey firmó el decreto de 23 de octubre de 1767, el cual prohibía hablar de los jesuitas. Dos arzobispos apoyaron esa disposición: el de Burgos, Rodríguez de Arellano, y el de Valencia, Andrés Mayoral, y algunos obispos quienes “expidieron severas y enérgicas pastorales a los conventos de sus diócesis y provincias”.[16]

				En España, la mayoría del clero estuvo conforme con la expulsión. Muy pocos obispos –como el de Cuenca– protestaron. El arzobispo de Toledo escribió al Papa explicándole lo dispuesto por el rey y elogiando a la Orden Ignaciana. Se le acusó de hacer gestiones para promover el regreso de los jesuitas, las que se tradujeron en una petición popular hecha el día de San Carlos, 4 de noviembre de 1768, al presentarse el rey a un balcón del Palacio. Esto le valió el destierro.

				Sin embargo, los ataques contra la Compañía iban mucho más lejos que la expulsión de los territorios hispánicos: se procuró la muerte de este instituto ante la Santa Sede. Carlos III y sus ministros redoblaron sus esfuerzos para extinguir la Orden: apoyados por el General de los Agustinos, el P. Javier Vázquez, quien influyó en el ánimo del Papa Clemente XIV. Éste se comprometió a complacer a Carlos III. No obstante, fue dilatando la solución. Para dar mayor apoyo a su petición el rey ilustrado le envió, junto con una Memoria sobre los motivos de la expulsión de los jesuitas de España e Indias, las opiniones de los obispos. De sesenta prelados cuarenta y seis opinaron favorablemente a la extinción, por diversos motivos. Entre los que se manifestaron más acordes con la medida estaba el arzobispo de Burgos, Rodríguez de Arellano (autor de la obra Doctrina de los expulsados extinguidos). Contrarios fueron Carvajal (Cuenca), Delgado (Sigüenza), Lacio (Tarragona), Irigoye (Pamplona), Fernández de Játiva (Urgel), Bocanegra (Guadix), Sánchez Sardinero (Huesca) y Valle (Cádiz). Indiferentes fueron los monseñores Cuadrillero (Ciudad Rodrigo), Luelmo (Calahorra), Barceta (Granada), Ramírez Chico (Teruel), Rojas (Cartagena) y Lazo de Castillo (Málaga).[17]

				Hay dos hechos de importancia que contribuyeron a la extinción de la Compañía, los cuales son patrimonio de la iglesia mexicana. El primero de ellos fue la célebre pastoral del cardenal Lorenzana, quien en ese tiempo era arzobispo de México, contra “los probabilistas”, a los que hay que achacar “todos los alborotos y tumultos de los pueblos y  las opiniones abominables del regicidio y del tiranicidio”. Y el segundo, la adhesión a las medidas de Carlos III contra los jesuitas por el IV Concilio Mexicano en su sesión del 23 de octubre de 1771. Allí se pidió “la secularización de todos los individuos de la Compañía, a la vez que la canonización del venerable Palafox”.[18]

				Después de muchas dudas y vacilaciones, en febrero de 1773 el Papa envió a Carlos III la minuta de la bula de extinción a fin de que la examinara, el 21 de julio la firmó el Sumo Pontífice y se publicó el 17 de agosto.

				La expulsión de los jesuitas no eliminó el ultramontanismo; quedaron muchos de sus partidarios en las universidades atacando al regalismo con el apoyo de la Inquisición. Este tribunal investigó los cargos de jansenismo presentados contra el arzobispo y los cuatro obispos de la comisión real que juzgó a los jesuitas; también los presentados contra el obispo de Barcelona, sospechoso de alabar a la iglesia jansenista de Utrech; pero no se les pudo formar expediente a falta de pruebas explícitas de herejía.

				Eliminada la Compañía de los territorios hispánicos, Carlos III y sus ministros dirigieron sus tiros contra la Inquisición. En 1768 establecieron un nuevo sistema de censura de libros para evitar la prohibición injusta de obras de autores católicos. Dos años después ordenaron que los inquisidores sólo se ocuparan de los delitos de herejía y de apostasía y se evitara el encarcelamiento de una persona hasta que se probara su culpa. Decretaron también que los expedientes de todos los procesos concernientes a ministros o servidores reales fuesen sometidos al examen del rey. Además, nombraron inquisidores generales que eran opuestos al empleo de la violencia física para conseguir la unidad religiosa.

				El programa de reformas eclesiásticas proseguía. En 1787 Carlos III y el Conde de Floridablanca prepararon un plan de acción destinado a la nueva Junta de Estado creada para coordinar los diversos ministerios. En la esfera eclesiástica recomendaron que se redujese la extensión de los obispados para facilitar su administración: el fomento de la ilustración del clero, instruyéndole en matemáticas, economía política, derecho civil y ciencias, con el fin de que pudiese educar al pueblo; que se buscasen inquisidores cultos, capaces de extirpar las supersticiones, en lugar de incrementarlas; y, en fin, que las órdenes religiosas volviesen a su estado de pureza.

				La mayoría del episcopado español estuvo de acuerdo con las medidas de reforma eclesiástica de Carlos III. Muy pocos obispos protestaron. Entre ellos el de Cuenca, Isidro Carvajal y Lancaster, quien envió unas cartas de protesta al confesor del rey, el P. Joaquín de Eleta, y en una de ellas decía: que la Iglesia era perseguida, “saqueada en sus bienes, ultrajada en sus ministros y atropellada en su inmunidad”.[19] Este obispo fue citado a que compareciera en el Consejo Pleno, fue reprendido y se retractó de sus escritos.[20]

				El cardenal Lorenzana, quien había organizado el extremadamente regalista IV Concilio Provincial Mexicano, en 1771, después llegó a ser uno de los principales críticos del programa de reformas eclesiásticas. Otros obispos opositores fueron el de Teruel y el de Plascencia, quienes protestaron abiertamente contra las medidas de sujeción de la propiedad eclesiástica a la Corona y la restricción del fuero eclesiástico. 

				Con el apoyo de la mayoría de los obispos Carlos III pudo conseguir la subordinación de la Iglesia al Estado en los asuntos temporales, que el Concordato de 1753 había dejado inconclusa. Los prelados que favorecieron la expulsión y extinción de la Compañía de Jesús aprobaban las reformas del rey. Según ellos, los jesuitas sostenían normas de moral relajada; y estaban dispuestos a purgar a la Iglesia de muchas prácticas que consideraban extravagantes, supersticiosas o anticristianas. Estos prelados aspiraban a hacer de la Iglesia una iglesia auténticamente cristiana.[21] Como la única posibilidad de sus reformas radicaba en la actividad del gobierno de Carlos III, prestaron su apoyo a la Corona. Acusaron a los que se oponían a sus reformas de tomar el ultramontanismo como excusa para alcanzar sus fines, y además llegaron a defender doctrinas canónicas que negaban la suprema autoridad del Papa y de la Curia Romana.

				También Carlos III supo ganarse su apoyo, pues empleó la autoridad ganada en el Concordato de 1753 para ascender a miembros del clero partidarios de su política. De esta manera reforma y regalismo llegaron a “ser una sola cosa”, y en los asuntos eclesiásticos el regalismo se consideró instrumento de reforma.[22]

				Esa actitud del alto clero, favorable a la Corona, se reveló hacia finales del siglo, en el episodio de “las dispensas matrimoniales”. Carlos IV y su ministro Urquijo creyeron tener derecho a hacer que los obispos españoles concedieran esas dispensas independientemente de Roma, durante la sede vacante que siguió a la muerte de Pío VI. Una circular anexa al real decreto de 1799, pedía que los obispos se ajustaran expresamente a los términos del decreto. El rey y sus ministros mandaban que mientras no se eligiera un nuevo Papa y la elección fuese comunicada por el rey al episcopado español e indiano, éstos debían usar “de toda la plenitud de sus facultades conforme a la antigua disciplina de la Iglesia, para dispensas matrimoniales y demás que le competen”.[23] Los obispos en general aprobaron o se conformaron con la medida (sólo se conocen las respuestas de 19 de ellos). Algunas son simples “acuses de recibo”, pero otras aprobaron calurosamente la decisión del monarca: el cardenal Sentmanat, Patriarca de las Indias; el Inquisidor General, arzobispo de Burgos, J. Ramón José de Arce, y el arzobispo de Zacatecas, Joaquín Antonio Camany. La respuesta más entusiasta es la de Antonio Tavira, obispo de Salamanca, quien publicó una pastoral en la que censuró la excesiva riqueza de la Corte Romana, provocando una ardiente polémica. Esta actitud del alto clero español sólo es explicable por el impacto que provocó la célebre doctrina del episcopalismo.[24]

				Aunque en la España de fines del siglo XVIII se observa una vigorosa corriente regalista (universidades, sociedades económicas, magistrados y procuradores fiscales, e incluso algunos obispos se muestran favorables a la idea de que la Corona recupere las prerrogativas que poco a poco le habían sido arrebatadas), no obstante, estas aspiraciones regalistas fueron frustradas en el reinado de Carlos IV. En una real orden del  10 de diciembre de 1800 este monarca atacó las creencias más estimadas del partido jansenista y mandó que en lo sucesivo no fuesen enseñadas, defendidas o creídas en sus reinos. El decreto amenazaba a obispos, facultades universitarias, jueces y otras autoridades con castigos muy severos por cualquier infracción a sus términos. De suerte que la doctrina ultramontana súbitamente triunfó en España. El trono se arrodillaba ante el altar.

				

				2. LA REVOLUCIÓN FRANCESA

				

				Durante el Antiguo Régimen la Iglesia fue una fuerza poderosa que influyó en la vida social, económica y política de la sociedad francesa. Poseía una décima parte de la tierra y disfrutaba de una renta anual de 123 millones de libras proveniente de los diezmos.[25] Estaba libre de impuestos y otorgó una subvención quinquenal a la Corona; por esto pudo ejercer una fuerte presión sobre el Estado, que se manifestaba en épocas conflictivas, mediante amenazas de retener o reducir su contribución a la hacienda pública. 

				La asistencia pública y la educación estuvieron casi completamente bajo su control, de hecho poseía el único medio de información política de las masas ignorantes: el púlpito. Además, mantenía las censuras de las obras que consideraba atentatorias a la fe y a la moral. Poseía los registros de nacimientos, matrimonios y muertes, y por esto logró una considerable influencia en el orden social. Su predominio en las localidades rurales fue inmenso y su riqueza contrastaba con la pobreza de las mayorías. Por ejemplo, en Toulouse y en Angers las propiedades y los edificios eclesiásticos ocupaban casi la mitad del área del pueblo.[26]

				La Iglesia, además de ser una gran propietaria, fue una buena fuente de empleos en los pueblos. Tenía mucho ascendiente en la aristocracia  y en la burguesía debido a que fueron educadas en sus escuelas; también en los campesinos, cuya conducta se orientaba por sus doctrinas, y cuyas vidas cotidianas regulaba por las campanas del templo. La Iglesia unió a la familia y aseguró su influencia en todas las clases sociales.[27]

				El número del clero en el periodo prerrevolucionario fue de 100 000 personas[28] sobre una población de veintiséis y medio millones (aproximadamente casi cuatro eclesiásticos por mil habitantes).[29] Tenía una organización particular que hacía de él un cuerpo político: la asamblea del clero. Sus representantes se reunían cada cinco años para discutir “las tasas” del Estado, a las que llamaban “don gratuito”, para evidenciar que se trataba de una especie de regalo y no de un verdadero impuesto. Durante las sesiones eran designados dos comisionados generales para la defensa de sus privilegios, “misión que cumplían cabalmente”.[30]

				Las órdenes religiosas presentaban un contraste: riqueza y decadencia. El clero secular estuvo muy dedicado a su ministerio y muchos obispos fueron muy activos en sus diócesis. Diferentes a éstos fueron los abades, morosos en sus quehaceres, pues con frecuencia sólo tomaron las abadías como fuentes de riqueza.

				Dentro de las filas del clero había divisiones por cuestiones de doctrina y de organización eclesiástica. La lucha dentro de la misma clerecía afloró en el reinado de Luis XVI, por el jansenismo. Los más influyentes jansenistas fueron los curas Grégoire y Saurine, y entre los laicos Camus y Lanjuinais. Sin embargo, el bajo clero estuvo más influido por las ideas  de Richer, quien postulaba el regreso a la democracia de la Iglesia primitiva, debido al mal trato que le daban sus obispos. De ahí que atacó “la ascendencia aristocrática de la nobleza dentro del clero”, y exigió una mayor participación en sus asambleas quinquenales; además objetó las bases teológicas de la jerarquía, argumentando que los obispos  y los párrocos eran esencialmente iguales que los sacerdotes y que también los cabildos y las órdenes monásticas eran instituciones humanas,  no divinas.

				La insurrección de los curas en 1788 demandó una mayor participación en la junta diocesana. La Corona le hizo frente a la situación y prohibió la unión de los curas para deliberar en común. Después de un pequeño periodo de relativa calma, las tensiones latentes dentro  de la Iglesia brotaron impetuosamente en 1788; esto fue debido a que la  Asamblea del Clero –dominada por los obispos–, rompió su secular alianza con la Corona y se unió a la aristocracia contra la monarquía. Este paso del alto clero agravó más los conflictos internos dentro de la Iglesia e impulsó a los curas a buscar la alianza del bajo clero con el tercer Estado. Así, los curas atacaron el privilegio e inclusive los intereses corporativos de la Iglesia.

				La Iglesia del Antiguo Régimen, en su parte temporal y humana, era un fiel reflejo de la gran sociedad que estaba a su alrededor, una sociedad compleja, cargada de lacras y marcada con grandes desniveles sociales. Un cúmulo de razones políticas, económicas y religiosas acrecentaron las tensiones, de tal manera que la Francia de la segunda mitad del siglo XVIII era un barril de pólvora que corría inexorablemente a tocarse con la chispa revolucionaria.

				La revolución estalló. Y surgieron los proyectos para establecer un nuevo orden de cosas en la sociedad francesa. La Iglesia fue el blanco de los revolucionarios. Las reformas políticas, sociales y económicas que la Asamblea realizó desde los primeros días de agosto de 1789 recayeron sobre la Iglesia. La noche del 4 de agosto se suprimieron los privilegios que entrañaban la abolición de los diezmos, de los bienes de los sacerdotes, de la distribución de los beneficios y las anatas. Se pusieron los bienes eclesiásticos en manos de la nación y se dispuso su venta; esta venta suponía la supresión de los conventos, la abolición de los votos monásticos y la transformación del clero secular en funcionarios asalariados. Con esta transformación el Estado tendría el derecho de establecer al número de funcionarios eclesiásticos y consecuentemente trazar los límites de la jurisprudencia eclesiástica. En suma, la Asamblea procuraba dar al clero una constitución civil. Esta fue la causa principal de los problemas que abatieron a Francia en los años subsiguientes.[31] La Asamblea decretó el 11 de agosto de 1789 la abolición de los diezmos, la supresión de los beneficios parroquiales de los curas del campo, prohibió la aplicación de anatas, abolió los derechos en favor de obispos, arciprestes, cabildos… prohibió al clero poseer más de un beneficio de tres mil libras. Estas reformas afectaron al alto clero, y a la Santa Sede en lo referente a las anatas. Y fueron uno de los motivos de la actitud beligerante del Vaticano frente a la revolución.

				Los constituyentes prosiguieron sus reformas. Votaron una resolución para nombrar a los nuevos obispos; allí se establecía que serían nombrados por sus metropolitanos y éstos por un concilio nacional. Esta resolución se aprobó sin que ninguno de los curas presentes protestara; en ella estaba en germen –como opina J. Godechot– la Constitución Civil del Clero.[32]

				Días después proclamaron la “Declaración de los Derechos del Hombre”, que afectaba a la situación tradicional de la Iglesia, por cuanto proclamaba la tolerancia y reconocía oficialmente la existencia de otras religiones en Francia. Sin embargo, no establecía la igualdad de cultos, ni tampoco la completa libertad de conciencia, e implícitamente mantenía a la Iglesia Católica en su situación privilegiada. En consecuencia el clero francés protestaba más contra el decreto del 4 de agosto que contra la “Declaración”, pues en aquel decreto se establecía la nacionalización y venta de los bienes eclesiásticos.

				El bajo clero nada perdía; por lo contrario, se le subió el sueldo de 400 a 1 200 libras anuales.

				La medida afectaba considerablemente las rentas del alto clero. La venta de sus bienes le preocupaba, porque también afectaba los conventos, y pensaba que privado de sus ingresos no podía seguir viviendo sólo con la subvención del Estado.

				El 28 de octubre de 1789 la Asamblea decretó la supresión de los votos monásticos; reiteró esta disposición el 13 de febrero de 1790 y, además, que los religiosos podían considerarse libres de abandonar el claustro. A estos religiosos se les fijaron pensiones que oscilaban de 300 a 1 200 libras.

				Después de esta ley la Asamblea procuró aliar la Iglesia a la Revolución; de ahí que ordenase, por decreto de 23 de febrero de 1790, que los sacerdotes leyeran en el púlpito los decretos de la Asamblea y se los explicaran a los fieles. Así el altar estaría estrechamente asociado al Estado. La mayoría de los sacerdotes acogió la medida con agrado, pero una minoría protestó. Los sacerdotes contrarrevolucionarios aprovecharon la ocasión para explicar las leyes en sentido desfavorable a la Revolución.

				La Asamblea consideró indispensable para la salud de la Revolución la reforma de la iglesia francesa y con este motivo creó el comité eclesiástico el 20 de agosto de 1789. Este comité redactó la Constitución Civil del Clero; su intención fue volver a las prácticas de la Iglesia primitiva, que se caracterizaba por la igualdad y fraternidad, y además asociar la Iglesia a los intereses del Estado. Así deseaban nacionalizar la Iglesia católica estableciendo el Galicanismo. La Constitución Civil del Clero fue votada el 12 de julio de 1790. Sus principales disposiciones se referían a la delimitación de las jurisdicciones diocesanas, el nombramiento de obispos y curas, la composición de las asambleas eclesiásticas y la remuneración del clero.

				La nueva división de Francia en Departamentos hizo que hubiese una delimitación de las sedes episcopales. La Asamblea puso un obispo por cada Departamento –lo que entrañaba la disminución de 52 diócesis– y estableció diez metrópolis eclesiásticas: París, Reims, Besanzon, Lyon, Aix, Toulouse, Bordeaux, Bourges, Rennes y Rouen. El número de parroquias disminuyó también, y muchas iglesias fueron suprimidas. Los cabildos de las catedrales desaparecieron y los obispos debían ser los curas de su catedral como en la Iglesia primitiva.

				En cuanto a la elección de los obispos, la Asamblea decidió que debían ser elegidos por las asambleas electorales ordinarias, y que serían elegibles para el obispado los eclesiásticos que hubieren ejercido quince años en la diócesis, es decir curas, vicarios, canónigos, misioneros, vicarios generales, sacerdotes encargados de hospitales o de la educación. Las elecciones episcopales las confirmarían los metropolitanos, es decir los arzobispos. Si el metropolitano no daba la confirmación, debía notificarlo por escrito al gobierno; en este caso el obispo podía apelar al poder civil, no a la Santa Sede, pues le estaba prohibido solicitar alguna confirmación del Papa. 

				La elección de los curas sería por las asambleas electorales de distritos. Después de elegidos debían recibir la institución canónica por el obispo. Si éste rehusaba instituirlo, el cura podía apelar a la autoridad civil. La Iglesia quedaba así subordinada al Estado, el que decidía sus cuestiones en última instancia.

				La Constitución Civil del Clero organizó el gobierno de la Iglesia en forma democrática. Dio participación a todos los curas, ya sea a través de los sínodos metropolitanos formados por sacerdotes de las provincias, ya sea en los sínodos diocesanos formados por los eclesiásticos de los departamentos.

				En el gobierno de la diócesis se colocó junto al obispo un consejo compuesto por seis personas (en las ciudades de menos de 10 000 habitantes) y de doce en las ciudades cuya población fuera superior a aquéllas. Los miembros del Consejo eran inamovibles.[33]

				Se estableció un sueldo anual para los obispos: de 50 000 libras en París, 20 000 en las ciudades de más de 66 000 habitantes y 12 000  en las otras ciudades. Para los vicarios, osciló entre 4 000 y 12 000 libras. Los curas recibirían 6 000 libras en París, 4 000 en las ciudades de más de 50 000 habitantes, y 1 200 en las localidades de menos de  1 000 habitantes.[34]

				A cambio de estas ventajas la ley exigía la permanencia de todos los eclesiásticos y en caso de infracción a esta ley se les quitaba el sueldo; además, se les prohibía que fueran alcaldes, oficiales municipales o miembros de los directorios de los departamentos y de los distritos.  No obstante, podían elegir y ser elegidos en las asambleas legislativas, y en los consejos de los departamentos de distritos. 

				Pese a estas reformas, el clero aún poseía dos fuentes de poder: la educación y la asistencia. La Asamblea no postergó más esta cuestión y el 3 de septiembre de 1791 decretó que la instrucción y la asistencia serían servicios públicos.

				La primera oposición eclesiástica a la Constitución Civil del Clero surgió de los obispos, al iniciarse los debates correspondientes el 29 de mayo de 1790. En esa ocasión los prelados declararon que la Asamblea no tenía autoridad para deliberar en materias eclesiásticas, y solicitaron la reunión de un concilio nacional con ese fin. Los diputados replicaron que la Asamblea tenía derecho para reformar la Iglesia, con la condición de no atacarla en lo espiritual.

				En esa ocasión Camus, uno de los asambleístas más destacados, declaró: “La Iglesia está dentro del Estado, el Estado no está dentro de la Iglesia”,[35] argumento que utilizarán los liberales posteriores para justificar sus ataques a la Iglesia. En rigor, la Asamblea revolucionaria tenía el poder de cambiar la religión, y lo demostró más tarde con las medidas de descristianización y el famoso culto de la razón. Y el hacerla fue una medida irreflexiva e impolítica. Además, los diputados estaban en un error al señalar que la Constitución Civil del Clero sólo se ocupaba de las cuestiones temporales.

				El conflicto con los obispos parecía ir mucho más lejos de una simple controversia en punto a derecho canónico. Detrás de la actitud de la Asamblea había una nueva concepción de la soberanía temporal, que excluía a una iglesia corporativa que dictaba sus propios términos de asociación con el Estado.[36]

				La Asamblea exigió a los funcionarios eclesiásticos, lo mismo que a los civiles, un juramento de fidelidad a la Constitución. El 27 de diciembre de 1790 ordenó a los eclesiásticos que formaban parte de ella, que lo hicieran primero. Gregoire –quien después fue obispo de la Iglesia Galicana– y 59 sacerdotes juraron; otros rehusaron, así como todos los obispos presentes.[37]

				Con motivo del juramento, el clero se dividió en dos facciones hostiles y beligerantes. A principios del año 1791 más de la mitad del bajo clero había hecho el juramento. El número de los refractarios variaba según las regiones: era muy numeroso en el noroeste, sumaban el 80% del total; en la Moselle y el bajo Rhin el 92%; en Le Gard, La Lazere, I’Herault, L’Haut-Lauric, el 60%. De 138 obispos juraron siete, entre ellos Tayllerand Perigord, obispo de Autun; Brienne, arzobispo de Sens, a la sazón Cardenal de Loménie; Jorente, obispo de Orleans; Savine, obispo de Viviers. Actitud diferente del alto clero se reveló en el bajo, que al no pertenecer a “linaje”, libre de los intereses de aquéllos, aprobó la Constitución Civil del Clero, que derogaba las “encomiendas” y suprimía títulos que no tenían utilidad para la Iglesia. En esta actitud se manifestaba un anhelo de regresar a la primitiva disciplina de la Iglesia.[38]

				Llovieron las pastorales, las excomuniones y los sermones condenando la Constitución Civil del Clero. Los obispos la veían infectada de herejías y la juzgaban causa de la inexorable destrucción de la iglesia francesa. 

				En el ínterin Roma observaba con horror lo que sucedía en la iglesia francesa y Luis XVI solicitaba del Papa que aceptara provisionalmente la Constitución Civil del Clero para evitar la división y la ruina de la iglesia francesa. El monarca, para tranquilidad de su conciencia, buscaba el apoyo del Sumo Pontífice. Pero éste no llegó. Tuvo que decidirse sin el espaldarazo del Vaticano, y con la influencia de los arzobispos liberales de Vienne y Bordeaux sancionó la ley el 24 de agosto de 1790.

				Roma seguía callada. El Papa Pío VI nada decidía. Se mantenía intransigente por influencia del Nuncio en Francia, el Cardenal de Bernis, principal enemigo de la Constitución Civil. Los revolucionarios no podían esperar que el Pontífice aprobara una Constitución que afectaba a las doctrinas y las tradiciones de la Iglesia Católica. Un hecho llevó a su aplicación por la Asamblea: la muerte del obispo de Quimper. Los diputados ordenaron que se procediera a reemplazarlo de acuerdo con lo estipulado en la Constitución y Expilly, uno de los miembros del Comité Eclesiástico, fue elegido.[39] 

				La Asamblea decidió despojar a los obispos refractarios de sus sedes episcopales. Ordenó que fueran elegidos nuevos obispos. Pero esta elección tuvo problemas, pues los obispos juramentados, temerosos de comprometerse definitivamente, se negaron a consagrar a los nuevos obispos. Sólo Tayllerand aceptó; consagró a los obispos de Quimper y de Saissons, Expilly y Marolles. Más tarde el nuevo arzobispo de París, Gobel, consagró a 36 obispos, entre ellos Grégoire, elegido en Loir-et-Cher, y Claude Fauchet, obispo de Calvadis y Lamaurette, arzobispo de Lyon. Con esto el cisma había prendido ya fuertemente en la iglesia francesa. Había dos iglesias católicas: la constitucional, formada por los sacerdotes juramentados, que se aliaron a la Revolución, y la ortodoxa, constituida por el clero no juramentado y contrarrevolucionario.

				Después del nombramiento de los obispos el silencio de Roma se rompió. El Papa había utilizado la política de observar los acontecimientos y callar para no dar a conocer su opinión y precipitar la anexión de Avignon, entonces territorio pontificio. Ahora Pío VI envió dos breves, el primero fechado el 10 de marzo y el segundo el 13 de abril de 1791, a los obispos contrarrevolucionarios, los únicos que reconocía. Condenaba la Constitución Civil del Clero, a los obispos que la aceptaron y a los obispos elegidos. Atacaba las instituciones revolucionarias y los mismos principios de la Revolución, es decir la Declaración de los Derechos del Hombre y sobre todo la libertad de pensar, hablar y escribir. Finalmente, oponía a Dios y a la revelación contra la Naturaleza y la razón. Esto provocó un ataque más radical de parte de los revolucionarios al clero refractario. Así, los privaron de sus derechos ciudadanos, de sus sueldos y pensiones, y les prohibieron oficiar.

				Tanto el clero constitucional como el refractario querían que su Iglesia fuera la del Estado, con exclusión de la rival. Así Francia ardía en una de las peores guerras religiosas que registran sus anales.

				La Asamblea acusó a los refractarios de fomentar motines y sublevaciones contra la Revolución. Decretó, el 29 de noviembre de 1791, que todos los sacerdotes refractarios serían considerados sospechosos de revueltas y se les suprimirían sus pensiones, se les alejaría de sus parroquias, se les condenaría a dos años de prisión y se les prohibiría compartir la Iglesia con los constitucionales. Después, el 27 de mayo de 1792, los diputados aprobaron una medida más severa: todo sacerdote refractario sería deportado de Francia si veinte ciudadanos activos de la comuna formulaban la petición, y si ésta era aprobada por los directores del Distrito y los Departamentos. Luis XVI rehusó sancionar ambos decretos. Este rechazo, así como otros que interesaban a la “seguridad nacional”, provocó la manifestación popular del 20 de julio, después la jornada del 10 de agosto y finalmente la caída de la monarquía.[40] Consecuencias de estos sucesos fueron las persecuciones al clero refractario. El 4 de agosto la Asamblea abolió la mayor parte de las órdenes religiosas de mujeres, que había conservado. El 18 de ese mes suprimió las últimas comunidades religiosas de hombres y mujeres, que estaban dedicadas a la enseñanza y la asistencia; simultáneamente, muchos sacerdotes fueron hechos prisioneros y en París muchos cayeron víctimas de la matanza de septiembre.

				Por otra parte, los obispos refractarios, frente al problema del cisma, consultaron al Papa en cuestiones de doctrina, tales como la conducta que debían tener frente al bautismo, el matrimonio y la sepultura de los fieles hecha por sacerdotes constitucionales. La primera cuestión tenía por objeto el bautismo. Las leyes anteriores a la Revolución comprometían el estado civil de los hijos, si no constase su nacimiento y bautismo en el registro de la parroquia; estos registros estaban en poder de los sacerdotes constitucionales, quienes eran los únicos administradores públicos de los sacramentos. Pero las leyes posteriores nada decidían, en cuanto a que para el estado civil de los hijos sólo bastase que estuvieran registrados en el “oficio” de la municipalidad. Deseaban, pues, saber estos obispos si el dejar dudoso el estado y derechos civiles de los hijos, era una razón válida para que los bautizaran los sacerdotes constitucionales. El Papa respondió por breve de 26 de septiembre de 1791. Recomendaba sólo dirigirse a los sacerdotes constitucionales para el bautismo en “caso de extrema necesidad”, esto es cuando no se encontrara otro sacerdote que bautizara a un niño moribundo.[41]

				El matrimonio presentaba las mismas dificultades con respecto al estado civil. El Papa se acogió a la decisión de Benedicto XIV, quien al  ser cuestionado acerca del matrimonio celebrado por los católicos holandeses ante los jueces civiles, había opinado que ese acto era puramente civil, por el cual esos católicos testificaban su obediencia a las leyes del Estado, pero no era un matrimonio verdadero. Ese acto sólo adquiere tal categoría cuando es celebrado delante de un sacerdote y dos testigos, de lo contrario “no son verdaderos casados delante de Dios y su Iglesia”.[42]

				Sobre los funerales el Pontífice estableció que se celebrasen las exequias de los católicos en sus casas y se permitiera a “los intrusos” sepultarlos.[43]

				El Papa Pío VI envió también otro breve, el del 23 de febrero de 1791, en que reprendía y condenaba al cardenal Loménie, arzobispo  de Sens, por haber aceptado la Constitución Civil del Clero.[44]

				El alto clero francés se opuso a la supresión de las órdenes religiosas desde el momento en que se gestaba en la Asamblea. Uno de los diputados sobresalientes, Treilland, propuso el 11 de febrero de 1790 que se suprimieran todas las órdenes religiosas y se abolieran los votos monásticos. Inmediatamente el obispo de Nancy pidió que en desagravio de tanto ultraje se comenzara declarando que la religión católica, apostólica y romana era la religión del Estado. Pero la proposición del obispo de Nancy fracasó. Fue rechazada –al decir de Barruel– “con terrible gritería y groseras injurias”.[45] El obispo buscaba lo imposible. Una nueva concepción de las relaciones entre la Iglesia y el Estado había sobrevenido. El altar perdía sus privilegios seculares y pasaba a ser regulado por el Estado. Además, las ideas de libertad de creencias y de pensamientos formaban parte importante del programa revolucionario; en consecuencia, la Iglesia Católica no podía ya seguir siendo protegida por el Estado. Pero a pesar de establecer la Asamblea la tolerancia de cultos, la Iglesia Católica mantuvo, en cierta manera, su posición privilegiada; y se explica porque los revolucionarios, al confrontar esa idea con la realidad social francesa, vieron la imposibilidad de llevarla a cabo con exactitud. Una fuerte tradición milenaria le opuso resistencia.

				A pesar de las protestas del alto y el bajo cleros, la Asamblea Nacional declaró la abolición de los votos monásticos y la supresión de las órdenes y congregaciones regulares.

				En cuanto a la adquisición de los bienes eclesiásticos por el Estado, fue un prelado, Tayllerand, obispo de Autun, quien en plena Asamblea propuso que el Estado se apoderase de todos los bienes de la Iglesia. Parece que Tayllerand estuvo muy influido por el jansenismo, pues pensaba que la obtención de los bienes de la Iglesia por parte del Estado “reduciría al clero a las leyes de la Iglesia primitiva”. Los revolucionarios acogieron con júbilo la propuesta, pero muchos sacerdotes se opusieron tenazmente, entre ellos los obispos de Clermont, de Nancy y de Aix.[46]

				Y cuando la Asamblea Nacional decretó que los bienes del clero eran propiedad de la nación, la mayoría de los obispos se opuso valientemente. En una pastoral conjunta señalaban su impotencia frente al poder civil y condenaban esa medida, pues ella representaba “el robo legalizado”. “Sabéis que los tenéis robado –decían–, por tanto no debemos, ni podemos dároslos”.[47]

				Los revolucionarios se opusieron también al celibato clerical, porque, a su juicio, constituía una amenaza a la moral, un insulto a la Naturaleza y un repudio al deber del ciudadano de formar una familia patriótica. Debido a que el matrimonio había llegado a ser un contrato civil, nada había –a los ojos del Estado– que impidiera a un sacerdote cumplir con su deber ciudadano.[48]

				Después de la caída de la monarquía, las jornadas que siguieron al 10 de agosto de 1792 se caracterizaron por un fuerte anticlericalismo, cuya finalidad era descristianizar a la sociedad francesa. El 11 de agosto se detuvo a los sacerdotes contrarrevolucionarios, mientras muchos eran asesinados en algunas provincias, como en Vienne (alto), L’Ardeche y la Gironde. En París fueron víctimas de la “matanza” septembrina tres obispos y 300 sacerdotes. Los revolucionarios cerraron conventos, suprimieron las procesiones y las ceremonias católicas en las calles, y el  uso del traje religioso. El 26 de agosto la Convención decretó la deportación de todos los sacerdotes refractarios.[49]

				Los revolucionarios, influidos por las nuevas ideas, llegaron a oponer el catolicismo –inclusive el constitucional– al patriotismo. A diferencia del catolicismo que postula la felicidad eterna en un mundo escatológico, el patriotismo, tal como lo concebían, se esforzaba por realizar lo más pronto posible la felicidad común. Este patriotismo se sustentaba en la razón. A ella había que rendirle culto, ella debía ser la religión de la humanidad y para esto tenían que acabar con las tradiciones religiosas, es decir descristianizar a la sociedad.

				El calendario revolucionario fue una de las primeras medidas de la política de discriminación. Su fin –como observa Godechot– no sólo era mostrar que su establecimiento en la República Francesa marcaba el punto de partida de una nueva era en la historia de la humanidad, sino también despojar a Francia de ese conjunto de creencias “fuera de tono” que constituía el calendario Gregoriano.[50] En el nuevo calendario el año se dividía en 12 meses de 30 días cada uno, con 5 días adicionales “Sans-Culottes”. A los meses se les dieron nombres basados en las estaciones: Ventese, Floreal, Thermidor… En rigor, el nuevo calendario simbolizaba la sustitución de la tradición por la razón, el culto de una Naturaleza idealizada y la ruptura con el cristianismo.[51]

				La fuerte ofensiva de la política de descristianización afectó de tal manera al cristianismo, que estuvo a punto de desaparecer. El 25 Brumario (15 de noviembre) la Convención decretó que los presbiterios de las comunas donde se abolió el culto fuesen dedicados a obras de caridad e instrucción. El 3 Frimario (23 de noviembre) la comuna de París ordenó que “todas las iglesias o templos de toda religión o culto que existan en París serán cerrados al instante”. El 2 Frimario (22 de noviembre) el municipio de Estraburgo ordenó que se cerraran todos los templos e iglesias y se rindió culto a la razón en la cátedra. En el sureste los diputados Dartigeetyte y Cavaignac cerraban las iglesias y organizaban el nuevo culto; y en Gers el ex sacerdote Chantreau presidía ese culto.[52]

				Los revolucionarios habían llegado a una nueva política en su trato con la Iglesia constitucional, tendieron a separarse del catolicismo constitucional y hacer del culto revolucionario una religión del Estado y mantener la libertad de cultos; tal fue su nuevo objetivo. El 21 de febrero de 1795 la Convención decretó la separación de la Iglesia y el Estado y ordenó el restablecimiento del culto; además se negaba a reconocer y subvencionar a los religiosos, prohibía a los organismos del Estado otorgar locales a ninguna religión, los sonidos de campanas, las inscripciones religiosas, las vestiduras eclesiásticas.[53]

				Así, la religión constitucional fue subestimada por los revolucionarios; ella también era “reaccionaria” y resistía los esfuerzos revolucionarios de la Convención. Los curas constitucionales –decían los revolucionarios– enseñaban los mismos dogmas y celebraban las mismas ceremonias, en los mismos sitios y con idéntica pompa que los refractarios.

				El catolicismo languidecía. Multitudes de sacerdotes abjuraban de su fe y otros renunciaban a sus funciones. Los obispos constitucionales fueron conminados a renunciar. Renunciaron muchos prelados, entre ellos Lindet, obispo de L’Eure, y Gay-Vernon, obispo de Saboya (alta). El único obispo que resistió valientemente este ataque del poder civil fue Grégoire, obispo de Loir-et-Cher.

				El golpe de Estado del 18 Brumario (9 de noviembre de 1799) abrió el camino para el renacimiento de la Iglesia Católica. El 29 de noviembre el Consulado anuló las órdenes de deportación contra los sacerdotes refractarios. El 28 de diciembre decretó una nueva sustitución del juramento de odio a la realeza y la monarquía por el de fidelidad a la Constitución y mandaba también que se abrieran las iglesias al culto.

				El primer Cónsul procuraba hacer contacto con Roma, deseaba poner fin al cisma y establecer la unidad de la iglesia francesa. Aspiraba a obtener de la Santa Sede ciertas concesiones que le ayudarían a consolidarse en el poder. Bonaparte necesitaba la ayuda del Papa con el fin de inutilizar la oposición de los no juramentados, sobre todo de 50 obispos que contaban con la ayuda de Inglaterra, y también de la aristocracia y de una facción de la burguesía que le era hostil. Además, un acuerdo con la Corte Romana favorecería sus pretensiones dictatoriales, pues “la religión  atraería al pueblo a la sumisión ante las desigualdades sociales”.

				La sociedad –afirmaba Bonaparte– no puede existir sin la religión. Cuando un hombre muere de hambre al lado de otro que tiene dinero, es imposible hacerle admitir esta diferencia si no hay allí una autoridad que le dice: “Dios lo quiso así, es necesario que haya pobres y ricos en el mundo, pero en la eternidad el reparto se hará de otra manera”.[54] Había otras ventajas que Bonaparte veía como consecuencia de un Concordato con la Silla Apostólica, tales como ponerle fin a los constantes conflictos entre sacerdotes romanos y galicanos, lograr la sumisión de los países católicos recién anexados (Bélgica, Renania y Piamonte) y, finalmente, un Concordato sancionando la confiscación de los bienes eclesiásticos motivaría el apoyo de los compradores (campesinos o burgueses) al gobierno. Éstas fueron las principales motivaciones que pesaron en el ánimo de Bonaparte para hacer contactos con Roma.[55]

				El 16 de julio de 1801 se firmó el Concordato. Entre otras cosas el Papa reconocía a la República Francesa y el gobierno reconocía que la religión católica era la de la mayoría de los franceses y el culto católico fue declarado público y libre, pero debía sujetarse “a los reglamentos de la policía que el gobierno juzgara necesarios para la tranquilidad pública”. Artículo amenazador –a juicio de Godechot–, pues implicaba el reconocimiento de la Santa Sede del poder reglamentario del Estado en materia de culto.[56] En cuanto a los bienes del clero, el Papa garantizaba que ni él ni sus sucesores perturbarían a los que hubiesen adquirido bienes eclesiásticos enajenados.

				Para acabar con el cisma se decidió la formación de un nuevo episcopado. Así el Pontífice solicitaría a los obispos su renuncia. Al ratificarse el Concordato se pidieron las dimisiones de los obispos juramentados y no juramentados. Grégoire dice que a los prelados juramentados se les pidió su renuncia en forma injuriosa, a diferencia de los no juramentados que fue de “un modo gracioso”. Todos los obispos juramentados renunciaron excepto Savines, obispo de Viviers.[57]

				De los obispos no juramentados, más de 40 renunciaron y casi el mismo número se negó. Éste formó una fuerte oposición e impugnó  el Concordato de 1801. Uno de ellos afirmó que el Papa había cometido con ellos un apostolicidio general.[58]

				Pero con el Concordato la iglesia francesa entra en una fase de renacimiento, el cisma desaparece y Roma aumenta sus poderes tradicionales sobre sus obispos y refuerza la autoridad de la Iglesia Católica en el mundo. El gobierno se consolida al resolver importantes cuestiones políticas, religiosas, económicas y sociales, tales como la eliminación de los conflictos religiosos que padeció Francia, el reconocimiento de la República Francesa por la Santa Sede, la igualdad de cultos, la venta de los bienes eclesiásticos, etcétera.

				Así, después de un periodo de fuertes tensiones, la Iglesia y el Estado entran en una nueva tregua y establecen nuevas relaciones a fin de conservar su propio campo de dominio sobre los hombres.
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				II. LA IGLESIA A FINES DE LA COLONIA (1780-1810)

				1. LA VIDA SOCIAL Y POLÍTICA

				A pesar de estar minada por las nuevas ideas, la Iglesia Católica a fines del virreinato en la Nueva España era todavía una fuerza poderosa que ejercía su secular influjo en la sociedad mexicana. La educación estaba en sus manos, así como la asistencia pública. Manuel Abad y Queipo, en  su escrito sobre el “Estado moral y político en que se hallaba la población de la Nueva España en 1799”, señala que el clero ejercía una influencia poderosísima en los indios y en las castas, de tal manera que sólo los eclesiásticos podían conservarlos “en la subordinación a las leyes y al gobierno”.[1] Así, el influjo del clero fue poderoso en esos grupos, gracias a la gran labor evangelizadora que desplegó, la cual hizo que los misioneros fueran admirados y respetados. Además, su dominio fue palpable en los peninsulares y criollos, ya sea por medio de la educación –pues fueron educados en sus colegios–, ya sea a través de la economía, a causa de que era su tabla de salvación en los momentos de apuros económicos, como también el banco que financiaba sus empresas agrícolas, mineras, ganaderas y mercantiles. De esta manera su poder se extendía al orden político. Como en el antiguo régimen, el púlpito fue uno de los medios más eficaces de dominación política en las grandes masas iletradas. Debido a la política de la Corona, de unir el altar al trono para la empresa colonizadora, los sacerdotes ocupaban altos y bajos cargos  en la administración pública y muchos dirigían la política de la metrópoli en la colonia.

				Según Alamán, el gran influjo que el clero tenía se debía a tres razones: el respeto a la religión, el recuerdo de los grandes beneficios que había hecho y su gran riqueza.[2]

				El clero criollo ejercía sobre los fieles un mayor influjo que el peninsular, debido a que éste ocupaba las altas dignidades eclesiásticas y, en consecuencia, estaba más alejado de ellos. Esto representaba un peligro para los intereses españoles, cosa que advirtió el arzobispo Alonso Núñez  de Haro y Peralta, quien aconsejó evitarlo.[3] En la Iglesia de fines de la Colonia eran españoles el arzobispo, todos los obispos (menos el de Puebla), y la mayoría de los que ocupaban dignidades y prebendas.

				Por otra parte, las creencias religiosas se manifestaban como una mezcla de cristianismo con ritos indígenas, más las supersticiones introducidas por los negros. Este sincretismo religioso se revelaba, por ejemplo, en los bailes y en la música. Había poca diferencia entre las fiestas religiosas y las profanas. Por ejemplo, la de Corpus Christi era “motivo de escándalo e irreverencias”.[4] Alamán señala que el pueblo tenía poca instrucción religiosa, de ahí que hacía consistir la religión en la pompa del culto, y al carecer de otras diversiones se las proporcionaban las funciones elesiásticas.[5] Algunas veces en la fiesta de la Natividad del Niño Jesús se cantaban sones y se ridiculizaban los pasajes de Jesús, María y José con música alusiva a ella y expresiones “obsenísimas”. El presbítero José Máximo Paredes, en la celebración de la misa, escuchó un son llamado “pan de manteca”; se detuvo en el canon y mandó un recado al organista para que dejara de tocar el son y éste respondió “que quien pagaba su dinero gustaba de aquello”.[6] Para mantener la pureza y la devoción a las fiestas religiosas las autoridades civiles y eclesiásticas procuraron quitar aquellos elementos que les afectaban. Así, el virrey publicó un bando en el que prohibía, bajo la pena de dos meses de cárcel, la venta de comestibles, bebidas y juguetes en las procesiones de Semana Santa.[7]

				Al igual que Alamán, el padre José Bravo Ugarte nota en “las clases populares el vicio y el latrocinio”, y en los libros de bautismos muchos hijos de padres “no conocidos y expósitos”.[8]

				El clero sufría cierta corrupción en las capitales de algunos obispados, en numerosos pueblos y localidades rurales, no así en la capital de la colonia, debido a que “la presencia de autoridades superiores hacía que hubiese mayor decoro”.[9] Sin embargo, llevaban una vida ejemplar muchos sacerdotes, algunas órdenes religiosas y los obispos. 

				A fines del siglo XVIII varios miembros del episcopado revelaron interés en mejorar las condiciones sociales del país. Por ejemplo, el obispo Luis de Piña y Mazo, de Yucatán, luchó por el mejoramiento de los indígenas. Este prelado procuró acabar con las cofradías. Se basaba esta institución en la posesión por parte de los indios de cierta cantidad de tierras, cuya administración y usufructo correspondían al clero. Los esfuerzos del obispo tuvieron por resultado la disminución del número de las cofradías, las cuales, a finales del siglo XVIII, sumaban 158; de un total de 215 pueblos, 57 carecían de ella. Esta actitud de Piña y Mazo trajo también como consecuencia serios conflictos con su propio clero y con el gobernador de Yucatán.[10] El obispo Antonio Alcalde y Barriga, de Guadalajara, fundó un hospital; Juan Cruz Ruiz de Cabañas, también obispo de esta diócesis después de éste, mandó hacer un hospicio, y Antonio de San Miguel Iglesias, obispo de Michoacán, construyó un acueducto.[11]

				La Iglesia influía en la conciencia de los novohispanos a través de la educación. Educar fue parte de su misión. Los objetivos de la enseñanza que impartía eran formar buenos católicos y leales vasallos del rey. La presencia de la Iglesia en el fenómeno educativo se extendía a todos los niveles, es decir desde la escuela primaria hasta la universidad.

				En la escuela primaria se educaba a los niños en la piedad, pues estudiar la religión era “principal y esencial deber del cristiano”. También en el civismo y, por último, en la enseñanza de las primeras letras.[12]

				Asimismo la educación elemental la difundía el misionero a los indios. Como el objetivo principal era la enseñanza de la doctrina cristiana y la obediencia al monarca, los frailes les enseñaban el castellano para que pudieran comprenderlas. Por bando de 24 de enero de 1782 el virrey comunicaba la real cédula de 22 de febrero de 1778 en la que mandaba el rey que se establecieran escuelas en los pueblos para que “se enseñe a los naturales en idioma castellano, la doctrina cristiana y a leer y escribir…”.[13]

				Junto a estas enseñanzas el misionero instruía en la técnica agrícola para que los indios ganaran el sustento.

				Para la educación de la juventud la Iglesia creó los colegios mayores, los cuales otorgaban grados académicos universitarios. También las órdenes religiosas crearon colegios mayores, o seminarios para preparar jóvenes que se dedicaran al sacerdocio. Entre los primeros sobresalieron el de San Ildefonso y el Seminario Tridentino. Entre los segundos el de  San Francisco de Sales, de San Miguel el Grande, y el del Oratorio  de San Felipe Neri.[14]

				También muchos conventos de mujeres fueron centros de enseñanza, donde se formaba a la juventud femenina. La orden que más se ocupó de la educación de la mujer fue la de la Concepción, la cual tuvo, junto al monasterio, una escuela. Además se ocuparon de la enseñanza las monjas de San Jerónimo, las Clarisas Urbanistas, Dominicas y Brígidas.

				También en las órdenes religiosas se presentaba la rivalidad de nacimiento. Había comunidades enteras exclusivamente de españoles o de criollos. Las primeras formaban las del Carmen y los colegios apostólicos de San Fernando de México, la Cruz de Querétaro y algunas otras; y los criollos tenían el de Guadalupe de Zacatecas, y de las órdenes hospitalarias las de San Juan de Dios y San Hipólito.[15]

				[image: 02-cuadro1.jpg]

				Al final de la era colonial los conventos de varones sumaban 206, y estaban distribuidos en la arquidiócesis de México (62), y diócesis de Valladolid (37); Puebla (36); Guadalajara (27); Yucatán (24); Oaxaca (11); Durango (5); Linares (4).[16]

				Los conventos de mujeres fueron instituciones de mucha importancia en la vida social a fines de la Colonia. Fueron centros de formación tanto moral como religiosa de la mujer, española, criolla e india. La vida conventual no se consideró como algo aparte y ajeno a la vida social, sino más bien como una forma de ella. Los padres procuraban que sus hijas tomaran los hábitos, y era un honor que un miembro de la familia habitara el claustro. En las fiestas de dedicación y recepción de novicias, y en casi todas las festividades particulares participaban los virreyes, las audiencias, los dos cabildos, la universidad, las cofradías, etcétera.[17]

				El convento fue un refugio para la huérfana, la viuda y la mujer cuyos padres no tenían posibilidades de ofrecer una dote matrimonial, pues la soltería era mirada con “mucho recelo”. Sin una buena dote la mujer sólo podía casarse con un hombre pobre y sin linaje noble, lo cual significaba un descenso de categoría que le afectaba grandemente, porque en la sociedad novohispana el valor y la consideración dependían de los títulos. 

				En 1810 había 56 conventos de mujeres y estaban distribuidos en la arquidiócesis de México (25), y diócesis de Puebla (12), Guadalajara (7), Valladolid (6), Oaxaca (5) y Yucatán (1).[18]

				El número del clero secular y regular a fines del virreinato en la Nueva España se muestra en el cuadro 2.

				Ese total, relacionado con la población de la Nueva España en 1810, que era de 6 122 354, representaba casi aproximadamente dos eclesiásticos por mil habitantes. En el cuadro 3 se compara la magnitud del clero español y el francés con el novohispano.
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				El hecho de comparar el clero español y el francés con el novohispano, a pesar de tener fechas disímiles, se debe a que deseamos hacer notar el peso numérico del clero en la sociedad novohispana en el periodo previo a la emancipación, y su relación con el clero de aquellos países ante situaciones sociales similares. España en 1788 llega a la plenitud del regalismo; no obstante, la fuerza del clero hace que se debilite al término de la centuria. Francia, por otra parte, fue escenario de uno de los conflictos más grandes entre la Iglesia y el Estado, por ser aquélla el símbolo más representativo del antiguo régimen. El clero francés en  el periodo prerrevolucionario tuvo una influencia considerable en la sociedad francesa, pero en la revolución su influjo casi llegó a ser nulo. 

				Como se puede observar en el cuadro 3, el clero español superaba en cifras absolutas al francés y al novohispano. España tenía el doble que Francia y 20 veces más que la Nueva España. Por otro lado, Francia tenía 10 veces más que la Nueva España. En cifras relativas España tenía cinco veces más eclesiásticos por cada mil habitantes que Francia, lo cual revela la gran importancia de la Iglesia Católica en la sociedad española. Y en relación con la Nueva España el clero español superaba en 10 veces por cada mil habitantes al novohispano.

				Por último, empleando el mismo análisis, Francia tenía el doble de eclesiásticos por mil habitantes que la Nueva España, pero realmente el clero francés no era mucho mayor que el novohispano, pues es una relación de 1 a 2, tomando en cuenta la población francesa.

				Como se observa en el cuadro 4, el clero novohispano estaba distribuido desproporcionadamente. Mientras que en México se concentraban 2 657 sacerdotes (36.2%), en Texas, que tenía casi el doble de su extensión, había 13 (0.1%); y Durango, con casi el triple de extensión que México, sólo contaba con 216 (2.9 por ciento).
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Cuadro 2. Ndmero del clero secular y regular (1810)

Clero regular Hombres 3112
Mujeres 2098
Total 5210
Clero secular 4229
Total general 9439

Fuente: Bravo Ugarte, op. cit., t. 11, p. 141.
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Cuadro 1. Conventos de mujeres dedicados a la ensefianza (1810)

Dideesis Nombre del convento Niimero de colegios

Arzobispado | Concepcién 8
de México | Clarisas Urbanistas

Jerénimas

Dominicas

Orden del Salvador

Terciarias Franciscanas

Terciarias Carmelitas

Compaiifa de Marfa

Sagrado Corazén de Jestis

Los Dulcisimos Nombres de Jests
Total

W

B m e

Pucbla Concepcién de las nifias virgenes
Concepcién
Toral

N AW

Oaxaca Concepcién
Dominicas
Toral

o=

Guadalajara | Colegio de San Dicgo
Colegio de Los Mil Angeles Custodios
Nuestra Sefiora de Guadalupe

Total

Valladolid | Dominicas
Concepcién
Compaia de Marfa
Toral

N I

Yucatin Concepcién 1

“Total general 36

Nota: Parece que en los obispados de Monterrey, Durango y Sonora la educacién
femenina estuvo reducida a nivel parroquial y, por tanto, no habia colegios destinados
aese fin.

Fuente: Luque Alcaide, op. cit., pp. 201, 202, 203 y 204.
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CENTRO DE ESTUDIOS HISTORICOS.
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Cuadro 3. Comparacién del clero novohispano

con el espafiol y el francés (1788-1810)
Habitant Eclesidsticos* Eclesidsticos por 1 000
wantes (Clero secular y regular) habitantes
(1788) 200 000 20
Espana: 10 000 000
(1788) 100 000 4
Francia: 26 500 000
(1810) 9439 2
Nueva Espafa: 6 122 354
* Incluidos ambos sexos.
Fuentes: Espafia: Herr, op. cit., p. 24; Francia: Mendolfo, p. cit., p. 20; Nueva Espafia:
Bravo Ugarte, op. cit., t. 11, p. 141.
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